
COMPETENCIA 

El talón de Aquiles 
del Indecopi 

José Luis Bonifaz, profesor principal del Departamento 

de Economía de la Universidad del Pacífico. 

lIndecopi no está resolviendo oportunamente los casos 
que se ventilan en sus comisiones y tribunales. Su ni-

vel de celeridad obtuvo un puntaje bajo —comparado con 
otros siete países de la región—, en una reciente encuesta 
del Centro de Competencia de la Universidad Adolfo Ibá-
ñez (Chile). Y este es, hoy, su principal talón de Aquiles. 

La agenda obtuvo un puntaje de 4.90 en el procedimien-
to de control de operaciones de concentración empresarial, 
pero sus notas en prácticas colusorias y abusos unilatera-
les fueron de 3.2 y 3.1, respectivamente. Así, el Indecopi 
ocupó el quinto lugar entre los siete países encuestados. 

El buen desempeño no sorprende en el primer caso, 
pues el Indecopi le ha puesto un particular énfasis al con-
trol de operaciones de concentración. Lo preocupante es 
que haya dejado de lado los casos de colusión y abuso de 
posición de dominio, donde ahora ocupa el quinto puesto 
de siete países. Esos casos requieren más tiempo y dedica-
ción, en la medida que requieren un análisis económico y 

La agencia no ha 

logrado que su 

buen desempe-

ño general se 

refleje aún en 

una celeridad 

para resolver los 

casos de colu-

sión y posición 

de dominio. 

MARCO LEGAL 

RESTRICCIÓN 
ANTITÉCNICA 
Prohibir el cobro de comisiones 

por transferencias interban-

carias sería inconstitucional y 

llevaría a los bancos a buscar 

otras formas de cargar dicho 

costo a los usuarios. 

El Congreso aprobó en 

primera votación un dictamen 

de la Comisión de Defensa del 

Consumidor que modifica la 

ley que protege de la usura a 

los consumidores, para eliminar 

estas comisiones. En la práctica,  

esto equivale a intervenir en 

las estructuras de costos de los 

bancos. "La comisión por trans-

ferencia bancaria es un factor 

de competencia. Los bancos 

manejan esquemas tarifarios 

distintos. Entonces, no se justifi-

ca regular dichos precios", seña-

la Mario Zúñiga, senior scholar 

en política de competencia del 

International Center for Law Ric 

Economics (ICLE) 

El cobro por transferencia 

interbancaria corresponde a 

un servicio adicional que no es 

prestado por el banco. "Se debe 

costear el trabajo de la Cámara 

de Compensación Electrónica  

[una empresa cuya infraestruc-

tura hace viable estas transferen-

cias entre entidades]' indica en 

un comunicado Jorge Delgado, 

presidente de Asomit 

La regulación actual ya 

contempla mecanismos para im-

pedir el cobro de comisiones que 

no tengan justificación técnica. 

Los cobros deben tener correlato 

en un gasto real y demostrable, 

señala el Banco Central de Re-

serva (BCR) en la opinión sobre el 

proyecto que remitió 

al Congreso. Hoy, la 

Superintendencia 

de Banca y Seguros 

(SBS) ya se encarga 

de detectar cláusulas 

abusivas. 

En el caso de las comisiones 

por transferencia, el cobro estaría 

técnicamente justificado.  La 
aprobación de este proyecto 
llevaría a que las instituciones 
bancarias busquen recuperar 
esos costos colocando tasas  

de interés más elevadas para 
determinados créditos o es-
tableciendo otras comisiones. 
"Hay un costo involucrado por 
el traslado del dinero y por eso 
corresponde el cobro de una 
comisión. Si se quiere prohibir 
el servicio, por algún lado se lo 
van a cobrar al usuario-, explica 
Carlos Gallardo, gerente general 
del Instituto Peruano de Econo-
mía (IPE). 

El nuevo esquema equivaldría a 

una regulación de 

precios, lo que no 

es acorde con la li-

bertad de empresa 

ni la libre compe-

tencia. Así, podría 

ser observado por 

el Ejecutivo o ser objeto de una 

demanda de inconstituciona-

lidad. 

El Banco de Crédito (BCP) y 

el Banco Pichincha fueron con-

sultados al respecto, pero no 

hicieron comentarios.  (ERA) 

Prohibir las 

comisiones por 

transferencias 

sería inconsti- 

tucional 

legal más complejo y sofisticado. 
Hoy, son pocos los funcionarios aboca-

dos a la tarea de ver esos casos y su carga 
de trabajo es inmensa. Como consecuen-
cia de ello, sólo la admisión a trámite de 
una denuncia demora, en algunas ocasio-
nes, más de un año. 

Por si fuera poco, varios profesionales 
que laboraban en el Indecopi han migra-
do al sector privado en busca de mejoras 
salariales. La llegada de nuevos funcio-
narios y su inserción dentro de la institu-
ción toma tiempo. Sin duda, esto puede 
complicar el accionar de la institución en 
un futuro no tan lejano y, por ende, la 
competencia en los mercados. 

Es cierto que, a pesar de los vaivenes 
politicos que han rodeado al Indecopi, su 
desempeño general en otras áreas de la 
encuesta de la Universidad Adolfo lbañez 
son satisfactorias. Pero su nuevo presiden-
te debe poner atención a este problema. 
Los resultados de un mercado que no fun-
ciona adecuadamente no aparecen en el 
corto plazo, sino en el mediano plazo, 
con precios más altos y reducciones en 
la calidad del servicio. 
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